Informe de contribuciones
Relatora Especial sobre los derechos de las personas con discapacidad

Las presentes contribuciones han sido elaboradas por la Agencia Nacional de Discapacidad (ANDIS) y por la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia.
Es dable informar que la información sobre seguimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, a través de la Comisión Nacional Interinstitucional de Implementación y Seguimiento de los ODS, se encuentra accesible en diversos formatos, específicamente vinculado a informes país, informes voluntarios, objetivos, metas e indicadores, planes, proyectos y estrategias alineadas a las metas priorizadas de los 17 objetivos, cuya información resulta disponible en el portal web[footnoteRef:1].  [1:  https://www.argentina.gob.ar/politicassociales/ods/accesibles] 

Específicamente en materia de crecimiento económico con inclusión social (Ley 27.701 de Presupuesto 2023), y a la luz de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030, desde 2021, a través de la entonces Secretaría de Asuntos Estratégicos, en articulación con la Agencia Nacional de Discapacidad (en adelante ANDIS), se tornó requisito formal que las jurisdicciones que presenten solicitudes de financiamiento externo identifiquen cómo el programa o proyecto incorpora acciones o actividades con perspectiva de discapacidad y refieran las mismas, con sus indicadores y metas, basándose, para ello, en un enfoque de derechos humanos. Esto permitió que se hayan incorporado la perspectiva en 17 proyectos de impacto, vinculados con agua y saneamiento, transporte, tecnologías de la información, residuos urbanos, infraestructura, agricultura, obras públicas, innovación y turismo.
En el mismo orden de ideas, desde 2021 se ha incorporado la discapacidad como identificador dentro de las partidas de “políticas transversales” del Ministerio de Economía de la Nación. Así, no solo se procuró impulsar los procesos de transversalización de la perspectiva de discapacidad en el presupuesto de toda la Administración Pública Nacional, sino también hacer un monitoreo y seguimiento del alcance presupuestario de las políticas de inclusión del colectivo. Fruto de la incorporación mencionada, la oficina Nacional de Presupuesto del precitado Ministerio publica trimestralmente un reporte denominado “Seguimiento del Gasto Vinculado a la Atención de Personas con Discapacidad en el Presupuesto Nacional”, que da cuenta del grado de ejecución presupuestaria en políticas públicas orientadas a discapacidad.
En orden a la priorización que se le ha asignado a la incorporación de la materia en las agendas de gestión, el Estado Argentino impulsó la creación de un ámbito jerarquizado de articulación y debate para la implementación coordinada de políticas públicas en discapacidad; se trata del Gabinete Nacional para la Transversalización de las Políticas en Discapacidad, integrado por las máximas autoridades del gabinete nacional, con la función de incorporar la perspectiva en el diseño, supervisión y ejecución de las políticas públicas nacionales.
En la órbita de ANDIS, se creó la Mesa Federal de Diálogo y Participación de la Sociedad Civil, que promueve el sostenimiento de un diálogo sistemático, permanente, participativo, amplio y federal con la sociedad civil, a fin de contribuir con el diseño de las políticas públicas en materia de discapacidad. Dicho espacio se propone como un ámbito que, desde la esfera gubernamental, resulta complementario del órgano de seguimiento y observación que constituye el Observatorio de la Discapacidad.
En seguimiento de los lineamientos de los objetivos del Desarrollo del Milenio y continuamente para el Desarrollo Sostenible, especialmente el objetivo Fin de la Pobreza y Hambre Cero, el Estado argentino a través de ANDIS llevó a cabo políticas públicas transversalizando la perspectiva de discapacidad para mitigar las barreras sociales en la búsqueda de un desarrollo económico pleno.
Un examen detenido de los diversos programas que incluyen a las personas con discapacidad y que se vinculan directamente con la Agenda 2030 puede encontrarse en el siguiente sitio web oficial[footnoteRef:2]. [2: https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2020/10/planes_programas_proyectos_estrategias_orientados_a_las_metas_de_los_17.pdf] 

En relación específica a los programas vinculados a la Agencia Nacional de Discapacidad, puede enumerarse principalmente los que a continuación se ejemplifican.
Se instrumentó el Fondo Nacional para la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad (FONADIS), que tiene como objetivo principal financiar programas y proyectos en favor de la inclusión social y comunitaria de las personas con discapacidad (en adelante PcD) y la promoción transversal de la temática, se destinaron recursos al financiamiento de apoyos técnicos para PcD, fortalecimiento institucional de organizaciones de la sociedad civil y proyectos de inclusión socio comunitaria, como así también estructuras gubernamentales dedicadas al trabajo en la materia, y al robustecimiento de la red prestacional.
Asimismo, en el marco del Programa Federal de Salud “Incluir Salud”, se asignaron recursos para la cobertura integral de prestaciones destinadas a PcD -tratamientos, equipamiento, insumos, medicamentos, prestaciones de apoyo, dispositivos de inclusión socio-comunitaria, entre otras.
Incluir Salud es un programa instrumentado por ANDIS de asistencia financiera a las provincias que se adhieran, las cuales administran los fondos mediante las Unidades de Gestión Provincial (UGP), para brindar servicios de salud a las personas beneficiarias a través de la red pública de prestadores y garantizar que todas las personas titulares de prestaciones no contributivas puedan acceder a una atención de calidad independientemente de donde vivan. Actualmente se encuentran adheridas al programa la totalidad de las provincias del territorio nacional. Cabe destacar que ANDIS otorga estas pensiones como herramienta de acceso a derechos para la población con discapacidad en situación de alta vulnerabilidad socioeconómica.
Por otra parte, el Ministerio de Educación acuerda las políticas federales a través del Consejo Federal de Educación. Además de los consensos respecto a lineamientos de política educativa y materiales pedagógicos que se distribuyen a todas las escuelas del país y alcanzan a la población con discapacidad que asiste al sistema educativo, la cartera nacional transfiere fondos a las jurisdicciones para que se implemente lo acordado. La modalidad de educación inclusiva, como transversal a los niveles y modalidades educativas, es parte integrante de la planificación educativa y cuenta con líneas de ejecución presupuestaria para garantizar la inclusión de estudiantes con discapacidad en la escuela a la que asistan.
También se encuentra abierta la convocatoria para estudiantes con discapacidad del nivel de educación secundario, para el financiamiento de los dispositivos informáticos de apoyo a la lectura PRÓCER 3; un desarrollo de producción nacional orientado a la inclusión social y a garantizar el acceso de estudiantes con discapacidad a los materiales educativos.
Asimismo, se trabaja para que los planes de la formación docente inicial en los distintos profesorados incorporen el modelo social de la discapacidad y la perspectiva de derechos con centralidad en la enseñanza para las personas con discapacidad, así como estrategias didácticas en torno a la flexibilización y diversificación curricular. Y se encuentran en proceso de revisión las Recomendaciones para la elaboración de diseños curriculares en los profesorados de Educación Especial, en vistas a que los futuros y futuras docentes de la Modalidad puedan responder a las demandas del sistema educativo actual, contando con herramientas para trabajar con estudiantes con distintos tipos de discapacidad y estén actualizados en los contenidos disciplinares de todos los niveles educativos, bregando por el trabajo corresponsable con colegas de los niveles y otras modalidades.
A su vez, la Línea telefónica 144 para víctimas de violencia brinda respuesta en 5 lenguas indígenas, 5 idiomas extranjeros y en lenguaje de seña para personas sordas o hipoacúsicas. Entre las acciones implementadas se destaca la realización de capacitaciones para incorporar la perspectiva de discapacidad destinadas a quienes se encargan de recibir las llamadas en dicha línea. 
En materia de infancia, la ex Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia (hoy Subsecretaría de Políticas Familiares) en tanto órgano rector en la materia, impulsa la conformación de Sistemas de Protección Integral de Derechos de niños, niñas y adolescentes en las distintas jurisdicciones provinciales y municipales del país, contemplado en la Ley 26.061. La mencionada Subsecretaría, conforme su competencia y funciones, despliega acciones tendientes a visibilizar la discapacidad y crear conciencia a partir de la transversalización de la temática, la articulación institucional, generación de contenidos, campañas, eventos y espacios institucionales; implementar prácticas inclusivas a través de adecuación de espacios, producción y diseño de materiales accesibles.
En materia laboral, cabe destacar que ANDIS implementó la Unidad de Inclusión Laboral con el objetivo de articular de manera específica líneas de trabajo junto con la ex Secretaría de Gestión y Empleo Público (hoy Secretaría de Transformación del Estado y Función Pública), el ex Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (hoy Secretaría de Empleo, Trabajo y Seguridad Social) y el Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social, para promover la incorporación de trabajadoras y trabajadores con discapacidad en el sector público, privado y del cooperativismo, garantizando trayectorias laborales pertinentes y de calidad, desde un modelo de Derechos Humanos.
Cabe destacar que en 2021 se creó entre la ANDIS y la entonces Secretaría de Gestión y Empleo Público de Jefatura de Gabinete de la Nación un perfil profesional que funciona en el ámbito de cada una de las áreas de recursos humanos de la Administración Pública Nacional, denominado Responsable en la Inclusión y Desarrollo Laboral de las Personas con Discapacidad (RIDeL). Su función principal es la de promover el ejercicio pleno del derecho al trabajo de las PcD, a través de acciones que aseguren la autonomía, desarrollo y desempeño en el organismo, atendiendo a las individualidades, requerimientos y potencialidades, tanto de la persona como de su entorno laboral. El objetivo de la creación de este perfil es el de acompañar sus trayectorias laborales, en el espíritu del cumplimiento en términos cuantitativos y cualitativos del cupo de inclusión del 4% en el sector público nacional. 
En materia de acceso a la justicia, se ha promovido la jerarquización del Programa Nacional de Asistencia para las Personas con Discapacidad en sus Relaciones con la Administración de Justicia (ADAJUS), cuyo objetivo es el fortalecimiento del cumplimiento de los derechos de las PcD para su efectivo acceso a la Justicia en igualdad de condiciones, a través de procedimientos adecuados, la comunicación e información, incorporándose en la estructura organizativa del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.
La implementación de una política de innovación tecnológica para la inclusión redundó en la democratización del acceso a derechos de las PcD, a través de la incorporación de herramientas, aplicaciones y sistemas accesibles, tendientes a la simplificación administrativa de las gestiones públicas: el CUD Digital, el Símbolo Internacional de Acceso digital, la tramitación de exención de pago de peajes vía la app del perfil ciudadano virtual “Mi Argentina”, líneas de atención y consulta vía whatsapp, el CMO QR para la gestión de las pensiones no contributivas son solo algunos de los avances desarrollados hasta aquí. También, a los fines de disminuir la brecha digital, el Gobierno Nacional impulsó la Prestación Básica Universal por la cual los servicios de telefonía celular, telefonía fija, Internet y televisión paga son considerados servicios públicos esenciales y estratégicos. Las personas titulares de pensiones no contributivas están alcanzadas por este beneficio que permite acceder a los servicios mencionados a precios accesibles.
Por último, se informa que la Secretaría de Derechos Humanos se encuentra acompañando un Proyecto financiado por el Fondo de Naciones Unidas para Promover los Derechos de las Personas con Discapacidad (UNPRPD), en el que se articulan las obligaciones derivadas de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible. Se trata de una iniciativa conjunta de diferentes agencias de Naciones Unidas en nuestro país, que es liderada desde el Estado Nacional por la Agencia Nacional de Discapacidad y en la que el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales, la Dirección Nacional de Salud Sexual y Reproductiva del Ministerio de Salud y esta Secretaría de Estado son socios estratégicos. El proyecto busca, en términos generales, acortar las brechas y asegurar las condiciones previas para la aplicación de la citada Convención en los programas de desarrollo y humanitarios. Más específicamente, persigue asegurar la implementación de marcos regulatorios sensibles a la discapacidad, principalmente lo relativo a capacidad jurídica en el Código Civil y Comercial de la Nación y las normas centradas en los derechos sexuales y reproductivos, las políticas de prestación de servicios y los sistemas de monitoreo para asegurar el ejercicio de la capacidad legal con un enfoque interseccional de acuerdo con la implementación de la CDPD y los Objetivos de desarrollo Sostenible (ODS). 




